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1. Norma acusada: 
 
LEY 1416 DE 2010
(Noviembre 24)
Por medio de la cual se fortalece al ejercicio del control fiscal
 
ARTÍCULO 3o. En desarrollo del fortalecimiento, garantía y salvaguarda del control fiscal territorial, las entidades territoriales correspondientes, asumirán de manera directa y con cargo a su presupuesto el pago de las conciliaciones, condenas, indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las Contralorías, sin que esto afecte el límite de gastos del funcionamiento en la respectiva Contraloría Territorial.
2. Decisión 
 
Declarar INEXEQUIBLE el artículo 3 de la Ley 1416 de 2010. 
 
3. Síntesis de los fundamentos de la decisión 
En el presente proceso, le correspondió a la Corte Constitucional resolver, si imponer a las entidades territoriales el pago directo y con cargo a su presupuesto, de las conciliaciones, condenas e indemnizaciones y cualquier otra forma de resolución de conflictos de las contralorías, (i) vulnera el principio de igualdad (art. 13 C.P.) por asignar esta obligación únicamente a las entidades territoriales en las que operen contralorías; (ii) si implica un desconocimiento de los principios de moralidad y eficiencia en el ejercicio de la función administrativa consagrados en el artículo 209 de la Constitución; y (iii) si desconoce la autonomía de las entidades territoriales reconocida en el artículo 287 de la Carta Política. 
En relación con el primer cargo, la Corte consideró que el trato legal diferenciado a los grupos de entidades territoriales, según cuenten o no con contralorías propias y el distinto impacto que se deriva de la aplicación de la norma demandada respecto de la disponibilidad de recurso presupuestal, tiene un fundamento en la propia Constitución Política (art. 272, incisos primero y segundo), que permite la existencia o no de contralorías territoriales en departamentos, municipios y distritos. Advirtió que el deber de las entidades territoriales de asumir obligaciones derivadas de providencias judiciales y mecanismos de resolución de conflictos, previsto en la norma solo surge de la existencia o no de esas contralorías, ya que tales obligaciones se refieren precisamente a las condenas, conciliaciones e indemnizaciones en contra de esos órganos de control fiscal, de manera que de no existir éstos no habría obligaciones que asumir. Por este motivo, el cargo por la presunta vulneración del principio de igualdad no estaba llamado a prosperar. 
No ocurrió lo mismo en cuanto al segundo cargo, toda vez que la Corporación encontró que la disposición acusada desconoce el artículo 209 de la Carta, al desestimular drásticamente la eficiencia en el manejo presupuestal y en la gestión administrativa de las contralorías y eventualmente, la moralidad administrativa, en la medida en que los gastos que se generan de la actuación de estos órganos de control no serían pagados por éstos sino que impactarían directamente el presupuesto de los respectivos entes territoriales y con ello, la disponibilidad presupuestal en la cual se basa el plan sectorial de desarrollo que se afecta de manera importante, al cargarse esos emolumentos a las finanzas territoriales, poniendo en riesgo el adelantamiento de dicho plan y el cumplimiento de las funciones a cargo de las entidades que tienen mayor peso, pues afecta la ejecución de su presupuesto en desmedro de los objetivos, programas y planes de desarrollo sectorial.
Frente a la tensión entre el fortalecimiento del control fiscal que se busca con la medida legal y la efectividad de los principios de moralidad y eficiencia en el ejercicio de la función administrativa, así como el respeto por la autonomía territorial, la Corte consideró que había que darle prelación a la disponibilidad de recursos del municipio, privilegiando la utilización del presupuesto adoptado por decisión autónoma del ente territorial. Para la Corte, la disposición demandada lleva consigo la disminución del nivel de fuerza de la restricción presupuestal de las contralorías de las entidades territoriales, pues espera que sus gastos sean cubiertos por otra entidad, lo que favorece que no se esfuerce en desplegar la debida diligencia en la gestión administrativa a su cargo y por tanto, termine por afectar la eficiencia en el control fiscal, contrario a la finalidad que se busca por la ley. 
Por último, la Corte encontró que la disposición acusada desconoce abiertamente la autonomía territorial, como quiera que al asignar a las entidades territoriales el pago de las condenas, conciliaciones e indemnizaciones de las respetivas contralorías, deriva en un aumento de los costos de la administración territorial, que no dependen de la decisión tomada en materia presupuestal por las autoridades y órganos locales, en desarrollo de las atribuciones que les confieren los artículos 287, 300, 305, 313 y 315 de la Constitución Política. Es evidente que la ley interviene de manera directa en el autogobierno y autoadministración que la Constitución reconoce como uno de los atributos que configuran la autonomía territorial, en detrimento de su propia política presupuestal y la debida atención de los servicios y prioridades de cada ente territorial. Por lo expuesto, la Corte procedió a declarar la inexequibilidad del artículo 3º de la Ley 1416 de 2010.
4. Salvamentos de voto
Los magistrados Mauricio González Cuervo, Adriana María Guillén, Jorge Ignacio Pretelt Chaljub y Humberto Antonio Sierra Porto se apartaron de la decisión de inexequibilidad del artículo 3º de la Ley 1416 de 2010. 
En su concepto, el artículo acusado perseguía una finalidad constitucionalmente imperiosa consistente en el fortalecimiento, garantía y salvaguarda del control fiscal territorial, a través del aseguramiento de la estabilidad presupuestal de los órganos a cuyo cargo se encuentra el desarrollo de tales actividades de vigilancia de la gestión fiscal de las entidades territoriales. Consideraron que la no imputación al presupuesto de funcionamiento de los organismos de control de las sumas reseñadas, permite que las contralorías cuenten con un mayor margen de actuación para el desarrollo de las actividades a su cargo y, en consecuencia puede considerarse que la regla contemplada en la norma demandada tiene la aptitud fáctica de promover, en un nivel importante, su sostenibilidad financiera y el ejercicio de la función de control fiscal. 
A su juicio, la asunción de las obligaciones de las contralorías departamentales, municipales o distritales por la respectiva entidad territorial, no implica necesariamente la gestión irresponsable de los agentes del control fiscal correspondiente, lo cual equivaldría a presumir su mala fe. Por el contrario, estimaron que la norma demandada asegura la estabilidad presupuestal del control fiscal territorial, independiente de las contingencias de conciliaciones o condenas, y con ello contribuye a la moralidad y eficiencia en la función administrativa de la entidad territorial vigilada. De igual manera, la disposición demandada no está desconociendo regla alguna del régimen orgánico presupuestal, pues se limita a trasladar de una oficina territorial –la contraloría- a otra –su nivel central-, o de un capitulo presupuestal a otro, un gasto que por mandato de la propia ley orgánica del presupuesto en todo caso debe ser incorporado en el presupuesto de la entidad territorial del caso.
De manera particular, el magistrado González Cuervo observó que la tensión que se plantea en la sentencia entre la posible consecuencia práctica de la norma respecto del comportamiento de los contralores de las entidades territoriales frente a su responsabilidad como servidores públicos, es una hipótesis no verificada, una mera conjetura y en gracia de discusión, que fuera verosímil, afectaría la eficacia de las contralorías como dependencias del orden territorial, mientras que la reducción de su presupuesto por obra de esta inexequibilidad (dado que todo acto administrativo de control implica un gasto público) sí impacta de forma verosímil el ejercicio del control fiscal y con ello facilita o admite márgenes de impunidad en la gestión fiscal de las restantes entidades del nivel territorial.
En su criterio, la ponderación debía hacerse en función de la finalidad de fortalecer el control fiscal y habida cuenta que la autonomía territorial no se desconoce ni había un vaciamiento del núcleo del derecho de las entidades territoriales, tal como lo determinó la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad de la norma que estableció límites a los gastos de dichas entidades. En modo alguno se puede pretender limitar el pago de sentencias decretadas tal como lo ha reiterado la Corte en la decisión sobre sostenibilidad fiscal, ni cabe hacer un juicio apriorístico o no fundamentado respecto de la inconveniencia de reestructuraciones administrativas per se, aspectos que en general forman parte del juicio de oportunidad y conveniencia propio del legislador, razones que para el magistrado González Cuervo, carecen de rigor y fundamentación de la inconstitucionalidad declarada. 
